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DEL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA. El artículo 14 de la Constitución Política, consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, que no es otra cosa que el respeto que el Estado y la sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada persona, sin que aquélla se limite a la facultad del individuo de ser sujeto de derechos y obligaciones, sino que comprende una serie de atributos de la personalidad, entre los que se encuentra el “nombre” en sus connotaciones de: (i) derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo hecho de su existencia, (ii) signo distintivo que revela la personalidad del individuo (iii) institución de policía que permite la identificación y evita la confusión de personalidades
.
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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de agosto de dos mil dieciséis
Acta N° __ de 4 de agosto de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la acción de tutela instaurada por el señor RUBÉN DARIO ARCILA CEBALLOS, en calidad de agente oficioso del menor JEYSON DAVID ARCILA TORO  contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.
ANTECEDENTES

Indica el señor Rubén Dario Arcila Ceballos, que el 23 de mayo de 2016 se ordenó la destrucción de la contraseña por una error en la asignación del NUIP del menor Heiner Alonso Riascos Angulo, dado que le fue fijado el mismo número de identificación de su hijo Jeyson David Arcila Ceballos –NUIP 1.010.085.888-; que a pesar de haberse realizado el trámite anterior, no le ha sido expedida la tarjeta de identidad a su hijo, motivo que lo llevó a presentar derecho de petición ante la Registraduría Nacional del Estado Civil.

Afirma que el día 11 de julio de 2016, dicha entidad, través de los Registradores Especiales de Estado Civil de la ciudad de Pereira, le informó del trámite de cancelación y destrucción del documento expedido erróneamente, esto es el elaborado para el menor Riascos Angulo; no obstante dicha respuesta que le resulta novedosa, pues siempre ha tenido conocimiento de los inconvenientes que surgieron en el proceso de identificación de su hijo, haciendo notar que lo realmente reclamado es la superación de tal trámite con la expedición de la tarjeta de identidad solicitada.

Afirma que la situación de indocumentado de su hijo le ha perjudicado al momento de recibir atención por parte de la Nueva EPS, pues lo han sacado del sistema en dos oportunidades y que igual situación acontece con el SENA y COMFAMILAR, entidades donde realiza prácticas escolares y deportivas respectivamente, indicando que tampoco el trámite de la licencia de conducción para motocicleta ha sido posible adelantarlo.   
Refiere que la omisión de la Registraduría Nacional del  Estado Civil en relación con la expedición de la tarjeta de identidad del menor Jeyson David Arcila Toro, vulnera su derecho fundamental a la identificación personal, motivo por el cual reclama su protección y como consecuencia solicita que sea expedido el citado documento o en su defecto, la contraseña que permita acreditar que aquél se encuentra en trámite.

TRÁMITE IMPARTIDO

Mediante auto de fecha 22 de julio se requirió al accionante para que aclarara algunos hecho de la acción relacionados con la inconsistencia que se evidenció en torno al nombre del agenciado, precisando el agente oficioso que el nombre de su hijo es Jeyson David Arcila Toro y que la persona a la que hace referencia en su escrito de tutela, en realidad es el joven con el que se presentó la inconsistencia en el número de identificación –NUIP-.

Aclarado lo anterior, mediante auto de la misma fecha se admitió la acción y se  concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días, para efectos de que ejercieran su derecho de defensa, lapso que transcurrió en silencio.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

EL PROBLEMA JURÍDICO
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
¿La falta de expedición de la tarjeta de identidad del menor Jeyson David Arcila Toro vulnera el derecho fundamental al reconocimiento de su personalidad jurídica?

Antes de abordar la solución al problema jurídico planteado, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA.
El artículo 14 de la Constitución Política, consagra el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, que no es otra cosa que el respeto que el Estado y la sociedad deben guardar en relación con las notas distintivas del carácter de cada persona, sin que aquélla se limite a la facultad del individuo de ser sujeto de derechos y obligaciones, sino que comprende una serie de atributos de la personalidad, entre los que se encuentra el “nombre” en sus connotaciones de: (i) derecho fundamental inherente a todas las personas por el solo hecho de su existencia, (ii) signo distintivo que revela la personalidad del individuo (iii) institución de policía que permite la identificación y evita la confusión de personalidades
.
Ahora, frente a la tardanza del ente encargado en la expedición de documentos de identificación, como lo son la tarjeta de identidad y la cédula de ciudanía, la Corte Constitucional ha precisado:
“La Registraduria Nacional del Estado Civil vulnera el derecho fundamental de los desplazados al reconocimiento de la personalidad jurídica, cuando retarda la expedición de sus documentos de identidad o sus duplicado pretextanto problemas de orden administrativo, amparándose para ello en la entrega de una contraseña que, como bien se sabe no cumple las funciones atribuidas constitucionalmente a la cédula de ciudadanía.  Lo anterior, en razón de que la población desplazada se encuentra en situación de indefensión y vulnerabilidad y, por lo tanto, demanda una atención urgente a sus necesidades por parte de todo el aparato estatal”.
Si bien en el caso bajo análisis no se está frente a la solicitud de reconocimiento de la personalidad jurídica de un desplazado, sino de un menor de edad, es un hecho cierto que éstos ostentan la condición de sujetos de especial protección por parte del Estado y que sus derechos fundamentales prevalecen frente a los de los demás, conforme lo disponen el inciso 3º del artículo 44 de la Constitución Nacional. 
2. EFECTOS DEL SILENCIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA DURANTE EL TRÁMITE DE TUTELA.   
 
Ha sido consistente la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sostener que cuando el accionado no atiende los requerimientos efectuados por el juez de tutela, con el fin de que dé respuesta a los hechos expuestos en la demanda, ni justifica tal omisión, debe darse aplicación a la presunción de veracidad consagrada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

La Corte Constitucional, en sentencia T – 825 de 2008 señaló en relación con la presunción de veracidad lo siguiente:

 “La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Artículo 20 del  Decreto 2591 de 1991] encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden desatender sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban cumplirlas servidores o entidades públicas. Hecha la anterior precisión, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las autoridades estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 C.P.)”.
3. CASO CONCRETO.

En el presente asunto, el relato fáctico en el que se sustenta la solicitud amparo no fue controvertido por  la parte accionada, pues recuérdese que ésta guardó silencio durante todo el trámite constitucional, razón por la cual gozan de presunción de veracidad hechos como los relacionados con la falta de atención de la solicitud de expedición de la tarjeta de identidad del menor Jeyson David Arcila Toro y las consecuencia negativas de tal omisión en sus actividades escolares, deportivas y frente al servicio de salud.

Ahora, es claro que el señor Arcila Ceballos, padre del citado menor, ha realizado todas las actuaciones que estaban a su cargo para que fuera superada la inconsistencia presentada con el NUIP 1.010.085.888 correspondiente al menor Jeyson David Arcila Toro, con el que también, erradamente,  se identificaba Heiner Alonso Riascos Angulo, situación que obligó a la remisión de la tarjeta de identidad biométrica indebidamente elaborada a éste último, al funcionario encargado para su destrucción y cancelación.  A dicho menor le fue asignado como nuevo NUIP  el número 1.193.302.293.

Como quiera  que la anterior actuación se surtió el 26 de abril del año 2016, es evidente la vulneración del derecho fundamental al reconocimiento de la personalidad jurídica del menor Jeyson David Arcila Toro, por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, en la medida en que han trascurrido más de tres (3) meses sin que se haya corregido la inconsistencia, ni expedido su documento de identificación, con lo cual se le ha generado inconvenientes en la atención en salud y en sus actividades educativas y deportivas.
Así las cosas, se amparara dicha garantía y se dispondrá que que la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación, doctor Fridole Ballen Duque y del Director Nacional de Identificación, doctor Carlos Alberto Rojas Moreno, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, procedan a realizar las gestiones a su cargo para que sean corregidas las inconsistencias presentadas en la expedición de la tarjeta de identidad biométrica del menor Jeyson David Arcila Toro, en orden a que dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento del término inicial, procedan a expedir el citado documento de identificación.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión No 2º  del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica del cual es titular el menor  JEYSON DAVID ARCILA TORO.

SEGUNDO: ORDENAR a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a través del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación, doctor Fridole Ballen Duque y  del Director Nacional de Identificación, doctor Carlos Alberto Rojas Moreno, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, procedan a realizar las gestiones a su cargo para que sean corregidas las inconsistencias presentadas en la expedición de la tarjeta de identidad biométrica del menor Jeyson David Arcila Toro, en orden a que dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento del término inicial, procedan a expedir el citado documento de identificación.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-152 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía.


� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-152 de 1994, M.P. Jorge Arango Mejía.
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